
ffiffiffi
IRIBUNAL

CONSTITUCIONAL

i lllr,iilt'¡li irr rii il1l ;li,Ili ]]li 1l lll

\

u
t=

I

o

l

TRIBI'NAL CONSTITUCIONAL

PLENO

Excmos .  S res .  :

D.  A lvaro Rodr íguez Bere i jo
D. i losé Gabaldón López
D. Fernando García-Uon y

Gonzál-ez-Regueral
D. Vicent,e Gimeno Sendra
D. Rafael de Mendizábal-

Allende

0 0778643

No de  Reg is t ro :  39 te /97

AsIt l [rO: Cuestión de inconsti-
tucionalidad planteada por 1a
Sección Cuart,a de Ia Sala de
1o Contencioso-Administ,rat ivo
del Tribunal Superior de
,Justicia de Cat,aluña (recurso
núm.  650 /94 ) .

SOBRE: Supuesta inconst i tu-
c iona l i dad  de l  a r t .  6a .2  de  l a
Ley General Tributaria, en su
redacción dada por l-a
D ispos i c ión  Ad ic iona l  t 4^  .2  de
1a Ley 1,8/1,99L,  de 6 de jun i -o,
de1 Impuesto sobre 1a Renta de
las Personas ¡ ' ís icas,  por
presunta wulneración de los
a r t s  .  24  y  25 .1 ,  €D  re lac ión
con  e1  9 .3 ,  t odos  e l l os  de  I a
Const i - tuc ión.

D .
D .
D .
D .
D .

ilulio Diego Ganzál-ez Campos
Pedro Cruz Vil lalón
Car les Viver  Pi -Sunyer
Enrique Ruiz Vadil lo
Manuel ,Jiménez de Parga y
Cabrera

D.  lomás S.  V ives Antón
D. Pablo García Manzano

AUTO

I. ANTECEDENTES

1-. EI día 30 de septiembre de 1-997 tuvo entrada en e1

Registro General de este Tribunal Constitucional un escrito de 1a

Sección Cuar ta de la  Sala de 1o Contencioso-Adminis t rat ivo del

Tribunal Superior de ,Just, icia de Catafuña, dl que se acompaña,

junto al testimonio del correspondient.e procedimiento, eI Auto de

la refer ida Sala de 1-  de ju l io  de 1997,  mediante e l  que se

acuerda elevar a esLe Tribunal cuestión de inconst, i tucionalidad

en re lac ión con eI  ar t . ícu lo 61.2 de 1a Ley Genera l  Tr ibutar ia  (en

adelante LGT),  en su redacción dada por  la  Disposic ión Adic ional

1-4^.2 de la  Ley 1-8/1-991,  d€ 6 de jun io,  deI  rmpuesto sobre la

Renta de las Personas Fís icas (desde ahora,  rRPF),  dado que

pudiera ser  contrar io  a los ar ts  .  24 y  25. ! ,  € f l  re lac ión con e l
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9 .3 ,  t odos  e l l os  de  Ia  Cons t i t uc ión .

La cuesLión t rae causa del  recurso contencioso-

administrativo núm. 650/94, promovido por Ia entidad t 'Hi jos de

Mar iano Blas i ,  S.A."  contra La Resoluc ión del  Tr ibunal

Económico-Administrativo Regional de Cataluña, de L7 de febrero

de 1,994, desestimatoria de 1a reclamación económico-

administrativa formulada contra l iquidación de un recargo de1 10

por  1-OO de las retenc iones a cuenta del  IRPF del  e jerc ic io  1-992

ingresadas espontáneamente fuera de p1azo.

2.  Concluso eI  procedimiento y  dentro de1 p lazo para

dic tar  Sentencia,  Ia  SaIa promovente,  a l  amparo del  ar t .  35.2

LOTC, mediante providencia de 11 de junio de 1-997, acordó oír a

Ias par t ,es y  a l  Min is ter io  F iscal  para gü€,  en e l  p lazo común de

dj-ez días, alegasen 1o que estimasen oportuno sobre la

pert inencia de promover cuestión de inconstitucionalidad respecto

del  ar t .  6 : - .2  LGT,  en su redacción dada por  la  Disposic ión

Ad ic iona l  1 ,4 .2  de  1a  Ley  L8 /199 t ,  de  6  de  j un io ,  de l  rRPF,  po r  su

posib le contradicc ión con los ar t .s  .  24,  25 .L  y  9 .3 ,  todos de Ia

Const i tuc ión.  Evacuado e l  t rámi te confer ido,  e l  Min is ter io  F iscal

y el abogado del Estado se manifestaron contrarios al

planteamiento de Ia cuestión, €fl  tanto que la parte actora no se

opuso a dicho planEeamiento.

3. El órgano judicial proponente fundament.a Ia posible

inconst i tuc ional idad de Ia  o isposic ión edic ional  que cuest iona en

las consideraciones que seguidamente se extractan:

a) Los recargos de1 mencj-onado art .  6l ' .2 r,GT t ienen la

misma naturaleza <<que Ia de Ia sanción pecuniaria por retraso en

eI  pago>>.

b) La naturaleza sancionadora denuncia es
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especia lmente c lara en e l  caso de1 recargo del  50 por  100 de la

cuota tr ibutaria, cuanLía ésta que coincide exactamente con la

sanción mín ima prev is ta en e l  ar t .  87.1 LGT para las in f racc iones

consis tentes en dejar  de ingresar  Ia  to ta l idad o par te de 1a

deuda tr ibut.aria dentro de Los plazos reglamentariamente

señalados (ar t .  79.1-  LGT).  De este modo,  10 que como medida

subrogator ia  ordena e l  ar t .  6 I .2  LGT,  a ju ic io  de Ia  Sala,  <<es,

sencil lamente, 1a imposición de la sanción en su grado mínimo, si

Ia  in f racc ión es de s imple ret raso super ior  a  t res meses y s i  e1

ret raso es de carácter  leve,  esto €s,  no super ior  a  1os t res

meses, €1 increment.o de la deuda tr ibutaria será só1o deI 1-0 por

100,  gu€,  por  1o demás,  co inc i -de con eI  impor te del  ant .er ior

interés de demora mínimo y con eI antiguo recargo de prórroga>>.

c) También tendría muy claramente naturaleza sancionadora

eI recargo único de1 1-00 por 1-00 que establece el precept,o

cuest, ionado para aguellos supuestos en 1os que no se efectúe e1

ingreso aI t , iempo de Ia presentación extemporánea de 1as

declarac iones,  I íqu idac iones o auto l iqu idac iones.  S in embargo,  no

se solicita que este Tribunal- se pronuncie sobre e1 part icular

dado que <<este segundo párrafo de1 precepto, f lo t iene incidencia

di recta en Ia  resoluc ión del  recurso cont .enc ioso-admin is t rat ivo

que pende ante este Tribunal>>, tal y como requiere el art. 35

LOTC.

d) Sent,ada Ia naturaleza puniLiva de los recargos deI 10

por  1 -00  y  de l  50  po r  1 -00  p rev i s tos  en  e l  a r t .  6L .2  LGT

cuestionado, hay que concluir que su aplicación <<no puede tener

lugar de una manera automática, sino siguiendo 1os trámites del

procedimiento sancionador y de acuerdo con los principios gue 1o

inspi ran>>.

A este respecto, €s evidente para eI Tribunal Superior de

Justicia de Cat.aluña que los recargos mencionados rnrlneran el
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ar t .  24 C.8. ,  ya que su conf igurac ión 1ega1 <<como "a lg[ot '  d is t in to

a las sanciones y a los intereses de demora, impíde la aplicación

del  su jeto pas ivo de las d is t in tas garant ías que as is ten a l

administrado en materia sancionadora>>, previstas en dicho

precepto const i tuc ional ,  <<e inc luso la  pos ib i l idad de moderac ión

de su responsabil idad en aplicación de 1os criterios de culpa y

de proporcionalidad vigentes en materia sancionadora>>.

Según 1a Sa1a, también violarían los recargos cuestionados

los  a r t s . 25 .a  y  9 .3 ,  ambos  de  l a  C .E . :  con f i gu rados  t a l es

recargos -se dice en eI Auto- <<como una medida disuasoria de

natura leza d i ferente a la  sanción,  Ia  apl icac ión de1 mismo

encubre una auténtica sanción administratj-va no prevista como tal

en la Leyr>, 1o que implicaría contravención de Ios principíos <<de

legalidad, seguridad jurídica e irretroactividad de Ias

disposiciones sancionadoras no favorables o restr ict. ivas de

derechos>>.

Por t,odo 1o expuesto, Ia Sala concluye acordando eI

plant,eamiento de 1a cuestión de inconst, i tucionalidad por 1a

wulnerac ión de l -os ar ts  .  24 y  25,  en re lac ión con eI  9  .3  ,  todos

e l l os  de  l a  C .E .

4.  La Sección 2^ ,  por  prov idencia de 28 de octubre de

1-997, acordó oír aI Fiscal General de1 Estado para gu€, en el

p lazo de d iez días,  a legase sobre la  admis ib i l idad de la

cuest ión,  por  la  pos ib le  carencia de objeto sobrevenida a raíz  de

Ia  sTC  164 /1 ,99s .

5.  Mediant .e  escr i to  reg is t rado en este Tr ibunal  e l  L ' l  de

noviembre de 1-997, €1 Fiscal General del Estado pone de

mani f iesto que,  aunque de los t res recargos que establece e1 ar t .

6L .2  LGT,  en la  redacción dada por  Ley tB /1 '99L,  para los

supuestos de ingresos realizados fuera de plazo sin requerimiento
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previo, el Auto de planteamiento (fundamento jurídico 1-") parece

hacer referencia solamente al- recargo único deI 50 por 1-00 de Ia

deuda t,r ibutaria, un examen de las actuaciones evidencia que el

único recargo que puede aplicar Ia Sala cuestionante es el del L0

por 1OO dado gu€, como adviert.e la resolución del Tribunal

Económico Adminis t rat ivo Regional  de Cata luña (Considerando 2 ' ) ,

no han transcurrido los tres meses que seña1a el citado artículo

a part ir del t ,érmino del plazo voluntario de presentación e

ingreso. Sentado 1o anterior, frenLe a 1o que plantea el

recurrente en eI proceso contencioso-administrativo subyacente,

es evj-dente que Ia cuestión carece de objeto Y, por tanto,

conforme a los AATC 93/9t  y  22/94,  resul ta  notor iamente

infundada,  pues se encuentra ya resuel ta  por  Ia  STC L64/L995,  Qü€

analizó expresamente un recargo del 1-0 por 100 de Ia deuda

tr ibutar ia  y  1o declaró conforme a Ia  Const i tuc ión.

u=
l

'-
E
6

E

II. FI'¡IDA}ÍENTOS iIURÍDICOS

1. Conforme a reiLerada doct,r ina de este Tribunal Ia

cuestión de inconst. i tucionalidad no es una acción concedida a 1os

órganos judiciales para impugnar con carácter abstracto la

validez de Ia ley, sino un instrument,o puesLo a dísposición de

aquéllos para concil iar l-a doble obligación en que se encuentran

de act ,uar  somet idos a 1a ley y  a Ia  Const i tuc ión.  Estas razones

explican el carácter de cont,rol concreto de Ia constitucionalidad

de las leyes que Ia cuest. ión promovida por Jueces y Tribunales

t iene en nuestro ordenamiento,  y  just i f ican,  tanto los requis i tos

que Ia Const i tuc ión (ar t .  163)  y  Ia  Ley Orgánica de1 Tr ibunal

Const. i tucional imponen a la admisión de 1as cuestiones de

inconstitucionalidad, como ta indispensable verif icación que e1

Tribunal Constitucional- debe realizar de1 adecuado cumplimiento

de tales requísitos, extremando las garantías dest. inadas a
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impedir que esta vía procesaf result,e desvirtuada. Entre tales

ex igenc ias  e1  a r t .  163  C .E .  - y  en  té rm inos  s im i l a res  e l  a r t .  35

LOTC- previene que la norma con rango de Ley cuestionada ha de

ser  <apl icable aI  caso>> debat ido en e l  proceso en e l  que la

cuestión se susciLa, a 1o que agrega Ia exigencia de que de Ia

validez de dicha norma dependa eI fal lo que el .Juez o Tribunal

promotor de la cuestión haya de dict,ar, ya que, €r otro supuesto,

no cabría apreciar la existencia de las graves razones que

permit ieran acometer el juicio de constitucionalidad de Ia Ley

(en t re  muchas  o t ras ,  sSTC 17 /1 ,981 , ,  26 / tgg+ ,  94 /1 -986 ,  1 -27 /1987 ,

t g /1988 ,  6 /199L ,  36 / t gg t i  y  AATC 946 /úe5 ,  tO7 /1986 ,  470 /L988 ,

t 3 t6 /L988 ) .

2. Para poder determinar en el presente asunLo si

concurren o no los requisit.os citados es preciso, €fl  primer

Iugar ,  destacar  que son t res los recargos únicos (es deci r ,

siempre, <<con exclusión del interés de demora y de las sanciones

que pudieran ser  ex ig ib les>>)  gue establece e1 ar t .  6 t .2  LGT,  en

su redacción dada por 1a rey t8/1-991-: un recargo de1 10 por 1-00

de Ia cuota tr j-butaria si eI ingreso extemporáneo se efectúa

dentro de los tres meses siguientes a1 término del plazo

voluntar io ;  un recargo del  50 por  1-00 s i  e1 ingreso fuera de

plazo t iene lugar después de que transcurran tres meses desde el

plazo reglamentariamente f i jado; y un recargo del 1-00 por 100

cuando los obligados tr ibutarios, a1 t iempo de la presentación de

las declarac iones,  l iqu idac iones o auto l iqu idac iones,  no efectúen

e1 correspondiente ingreso de la deuda tr ibutaria.

Hay que precisar además gu€, como advierte eI

de1 Estado, ta l iquidación que se ha girado a la

eI  proceso contencioso-admin is t rat ivo y  gu€,  a l

F iscal  Genera l

parte acLora en

f ina l ,  hd dado

cuest ión delugar aI planteamiento de Ia presente

inconst i tuc ional idad,  ha s ido de1 recargo del  10 por  1-00 de la

cuota t,ríbutaria dejada de ingresar en pIazo. Así se deduce
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claramente del resultando primero y los considerandos 2" y 4" de

la citada nesolución de L7 de febrero de 1993 del Tribunal

Económico-Administrativo Regional de Cataluña; de1 escrito de rr

de mayo de 1-994 por eI que la entidad ttHijos de Mariano Blasi,

S.A.  "  in terpone recurso contencioso-admin is t rat ivo,  de1 escr i to

de L4 de septiembre de 1994 de formalización de Ia demanda

contencioso-admin is t rat iva (Fundamentos de Derecho V y v I ) ;  y  deI

escrito de 1-7 de octubre de L994 de contest,ación a Ia demanda del

Abogado del Estado (Fundamento Jurídico r).

El corolario lógico de l-o que acabamos de señalar es que Ia

cuest ión de inconst . i tuc ional idad que se p lantea,  €R pr inc ip io ,

sóIo puede Lener como objeto el recargo del 10 por 1-00 a que

alude e l  ar t .  6L.2 LGT impugnado,  nunca los recargos del  50 o del

1-00 por 100 de Ia cuota tr ibutaria, dado gu€, como hemos

señaIado, €1 control de constitucionalidad propio de las

cuest iones no es abst racto y  des l igado del  caso par t icu lar ,  s ino

concreto y ceñido a La obligación que t ienen 1os Tribunales de

atenerse tanto a la  Const i tuc ión como a 1a Ley.

La precisión que acabamos de hacer no €s, en absoluto,

ociosa, porque del Auto de planteamient,o se desprende una

confusión de Ia Sala sobre cuáI es el recargo que se 1e aplicó al

actor  en eI  proceso a quo y,  por  consiguiente,  cuáI  es eI  ob jeto

de Ia cuestión de inconstitucionalidad que nos ocupa. Se dice, en

efecto, €f l  eI razonamiento jurídico primero del mencionado Auto,

que es preciso resolver primero sobre Ia presunta conLradicción

de l  a r t .  6L .2  LGT  cues t i onado  con  l os  a r t s .  24 ,  25 .1  y  9 .3  C .E .

para <<poder faI lar en este recurso contencioso-administ,rat ivo,

respecto de la l iquidación de1 recargo del 50 por ciento de la

cuota t r ibutar ia ,  por  ingreso fuera de p lazo,  pracLicada ( .  .  .  )  ,

toda vez que si se considera que el recargo del 50 por cíento por

ingreso fuera de plazo t. iene una verdadera naturaleza

sancionadora, habría que decretar la nulidad de aquella
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l iquidación, aI haberse prescindido de cualquier t, ipo de

procedimiento sanCionador y tratarse, €fl  Suma, d€ una sanción de

plano>>. Como hemos señaIado, €l recargo que se le impuso a Ia

actora y que originó el recurso conLencioso-admj-nistrativo, dado

que el retraso no superó los tres meses desde que f i-naLízó el

plazo voluntario de ingreso, €s del 1-0 por 1-00 -no del 50 por

100- de la cuota tr ibutaria ingresada extemporáneamente.

3.  Bajo estas premisas,  es ev idente que s i  Ios argumentos

de inconstitucionalidad que esgrime eI Tribunal Superior de

,Just, icia de Cataluña se dir igieran exclusivamente al recargo

único deI  50 por  1-OO, s iendo ot ro d is t in to e l  que se apl icÓ,  la

presente cuestión no soportaría mínimamente el juicio de

re levancia que en todo caso ex ige e l  ar t .  35.2 LOTC, y ,  por  ende,

deber ía ser ,  s in  más,  inadmit ida.

Sin embargo, del razonamiento jurídico segundo de1 Auto de

plant,eamient,o, s€ desprende que Ia SaIa cuestíonante considera

que eI  recargo del  1O por  100 apl ícado t iene natura leza

sancionadora aI señaIar que <<1o que como medida subrogatoria

ordena eI  ar t ícu lo 61- .2 €S,  senci l lamente,  le t  imposic ión de la

sanción en su grado mínimo, si fa infracción es de simple retraso

super ior  a  t , res meses y Si  e I  re t raso es de carácter  leve,  esto

€s,  no super ior  a  1os t res meses,  €1 incremento de la  deuda

tr ibutar ia  será sóIo del  10 por  1-00,  9üe,  Por  1o demás,  co inc ide

con el importe del- anterior interés de demora mínimo y con el

antiguo recargo de prórroga>>.

Esta mención indirecta aI carácter sancionador del recargo

del  l -0  por  1OO, y  la  c i rcunstancia de que 1a Sala proponente só lo

excluya expresamente del análisis de constitucionalidad, por su

irrelevancia en el fal lo de1 proceso contencioso-administrativo,

eI  recargo del  i -00 por  1OO (razonamiento jur íd ico segundo del

Auto de planteamiento), obl igaría a un pronunciamiento de este
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Tribunal sobre Ia legalidad constitucional del primero de los

c i t ados .

4. Sent,ado Io anterior, sin embargo, debemos recordar que

e I  a r t .  37 . t ,  i nc i so  2o ,  de  Ia  LOTC pe rm i te  que  es te  T r ibuna l ,

mediante Aut,o y sin otra audiencia que Ia del- Fiscal General del

Estado, rechace, en trámite de admisión, una cuest. j-ón en el

supuesto de que la misma fuese <<notoriamente infundada>>. Com<>

señalaba eI ATc 93/1991-, dicha expresión <<sólo es aplicable en

rigor a aquellos casos en los que el razonamiento que l leva a

proponer Ia cuestión permite apreciar, sin necesidad de abrir

debate sobre eL tema, eu€ la duda que al ienta al Juez proponente

sobre 1a constit ,ucionalidad de Ia norma cuestíonada se basa en

una interpretación de esa norma, o del precepto const. i t ,ucional

con eI que se 1e supone en confl icto, absolutamente diversa de Ia

que es común en nuestra comunidad jurídica o haya sido ya

consagrada por  este t r ibunal>> ( fundamento jur íd ico Único) .

Ta1 €s,  s in  duda,  ld  s i tuac ión aquí ,  pues Ia  presente

cuestión está planteada en los mismos términos, respecto de una

misma f igura jur íd ica,  gü€ la  resuel ta  por  la  STC t64/1995 -cuya

doc t r i na  re i t e ran  l as  SSTC L7 l /1995 ,  L98 / ] -995  y  44 / t996 - ,  que

declaró constitucional eI art,.  61-.2 LGT en Su redacción dada por

I a  Ley  46 /1 ,98s .

Efectivamente, frente a Ia tesis que parecen mantener Ia

Sala proponente y la part,e actora en el proceso contencioso-

admin is t rat , ivo,  pese a Ia  d is t in ta redacción que a l  ar t  .  61- .2 LGT

dieron las L,eyes 46/1985 y 1,8/199:-  (mientras la  pr imera,  s in

aludir a Ias sanciones, preveía un interés de demora nunca

inferior aI 10 por ciento de 1a deuda tr ibutaría, Ia segrunda

f i jaba un recargo único de1 10 por  1-00 <<con exc lus ión de1 in terés

de demora y de las sanciones que pudieran ser exigibles>>), es

claro que los recargos del 10 por 100 que ambas normas establecen

q=
I
I
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tienen idéntica naturaleza, de manera que también al f i jado por

1a Ley te / tggt ,  impugnado en esta sede,  1€ resul ta  apl icable Ia

doctrina sent.ada en la STC 1-64/1-995.

En efecto,  €1 arL.  6 t .2  LGT redactado por  la  Ley 1-8/1991'

est,ablece un recargo para las hipótesis de ingresos efectuados

extemporáneamente sin previo requerimiento de 1a Administración.

Y,  conforme señaló Ia  c i tada STC t64/ : -995,  1o mismo hacía e l  ar t .

61 .2  LGT en  l a  ve rs ión  de  Ia  Ley  se / tg9S :  as í  €s ,  pese  a  Ia

defectuosa redacción de1 c i tado ar t .  61.2 LGT -se decía en e l

fundamento jurídico 3o-, <<que parece contemplar un supuesto de

simple exigibi l idad de Ios int.ereses de demora con una cuantía

mínima preestablecida, Io que verdaderamente insti tuye el art.

61,.2 LGT es un recargo sobre Ia deuda tr ibut.aria, un t¡recargorr

específ ico para los pagos tardíos espontáneos de las deudas

tr ibutar ias objeto de auto l iqu idac ión>>.

Ambos, por tanto, con independencia de la diferente técnica

legis la t iva empleada en uno y ot ro caso,  son recargos;  y  son

recargos de Ia misma cuantía que se imponen para los mismos

supuestos: el ingreso fuera del plazo reglamentariamente

establec ido,  s in  requer imiento prev io,  de 1a deuda t r ibutar ia .  O,

dicho de otro modo, se crean con Ia misma f inal idad que, conforme

a la  sTc te+/1995,  no es <<repres iva,  re t r ibut iva o de cast igo>>

final idad <<que ha destacado este Tribunal como específ ica de las

sanc iones  en  Ia  STC 239 / t988>>-  ( f undamen to  j u r íd i co  4 " ) ,  s i no

<<resarcitoria>> a la par que <<disuasoria de Ia tardanza en e1 pago

de los t r ibutos>> ( fundamento jur íd ico 5")  .

Esta ú l t ima func ión <<coerc i t iva,  d isuasor ia  o de esLímulo>>,

gü€, como señala Ia misma Sentencia, les da <<cierto matiz

sancionador>>, sin embargo, (<flo los convj-erte en sanciones en

sent, ido propio, por cuanto su función no es represiva>>. La

funcionalidad del recargo <<no es Ia de Ia sanción en sentido
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propio, pues no supone un castigo por 1a realización de una

conducta i I ícita administrativamente sino un estímulo para el

cumplimiento de las obligaciones tr ibutarias o, Io que es Io

mismo, una disuasión del incumplimíento>> (fundamento jurídico

5 " ) .

En definit iva, Ios recargos de1 1-0 por 1-00 cont.emplados en

1as Leyes 46/L985 y 1,8/ I99t  t ienen la  misma natura leza:  se

est,ablecen para las hipótesis de ingresos espontáneos fuera de

plazo, no t ienen f inal idad sancionadora y no se acercan a 1a

cuantía de las sanciones establecidas en e1 ordenamiento

tr ibutario, raz6n por la cuaf carecen de naturaleza punitíva.

Llegados a este punto, ler conclusión que debemos alcanzar

respecto del recargo de la Ley 1"8/:-99:- impugnado es idéntica a la

que se expresa en eI  fundamento jur íd ico 6"  de la  STC 1-64/L995:

<<Puesto que dicho recargo no constit .uye una manifestación del ius

puniend.i deI Estado, €s decir, no es una sanción en sentido

propio,  no le  son apl icables,  conforme a nuestra jur isprudencia

(por  t ,odas,  sTC 239/1988) ,  1as garant ías que para e l  e jerc ic io  de

Ia  po tes tad  sanc ionado ra  es tabLecen  l os  a r t s .  25 .1 -  y  24 .2  C .E . ,

por l-o que debe excluirse Ia pret.endida wulneración de tales

preceptos constitucionales denunciada>> .

En atención a 1o expuesto, y habida cuenta de la falta del

juicio de relevancia, el Pleno del Tribunal, d€ conformidad con

eL  a r t .  37  . L  LOTC

ACUERDA

que no ha lugar a admitir la cuestión de inconstitucionalidad

núm. 391,8/L997,  p lanteada por  Ia  Sección Cuar ta de Ia  Sala de 1o
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Contencioso-Administrativo de1 Tribunal Superior de .Iusticia de

Cata luña.

Madrid, a tres de marzo de mil novecientos novent,a y ocho.
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